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RESUMEN. 
La práctica de la justicia criminal ha formulado diversas problemáticas en el curso de la 
justicia criminal en Colombia, entre ellas están la desconfianza e inefectividad de sus 
herramientas procesales. Frente a esto, Colombia a través de sus mecanismos legislativos 
ha intentado al igual que sus vecinos latinoamericanos instaurar una reforma del 
procedimiento penal, la cual se consolido con la ley 906 de 2004 siendo este un estatuto 
que atraía mucha expectativa. En esta compilación de normas se trajo al ordenamiento 
colombiano una institución de orígenes anglosajones llamada los preacuerdos y 
negociaciones destinada a otorgarle un trayecto más rápido, humano y efectivo a las causas 
criminales. En el tiempo transcurrido de vigencia se demostró que dicha institución 
procesal no ha cumplido con la perspectiva que tuvo el legislador al introducirla a la cultura 
jurídica colombiana. Dichas situaciones fácticas han creado la necesidad que la academia 
revise la justicia penal negociada en Colombia, un punto de partida es el estudio del 
cumplimiento de los fines base de la misma, por ello la presente investigación realiza un 
análisis sobre a humanización de todo el espectro del juzgamiento penal frente a la 
constitución de la institución en el proceso penal colombiano 
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ABSTRACT 
The practice of criminal justice has formulated several problems in the course of criminal 
justice in Colombia, among them are the distrust and ineffectiveness of its procedural tools. 
Faced with this, Colombia, through its legislative mechanisms, has tried, along with its 
Latin American neighbors, to introduce a reform of criminal procedure, which was 
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consolidated with Law 906 of 2004, which is a statute that attracted much expectation. In 
this compilation of norms, an institution of North American origins, called pre-agreements 
and negotiations, was brought to the Colombian system in order to grant a more rapid, 
humane and effective path to criminal cases. In the elapsed time of validity it was 
demonstrated that said procedural institution has not fulfilled the perspective that the 
legislator had when introducing it to the Colombian legal culture. These factual situations 
have created the need for the academy to review criminal justice negotiated in Colombia, a 
starting point is the study of the fulfillment of the basic purposes of the same, therefore the 
present investigation carries out an analysis on humanization of the entire spectrum of the 
criminal trial before the constitution of the institution in the Colombian criminal process. 
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En las dos últimas décadas se han construido en Colombia dos reformas al proceso penal: la 
Ley 600 del 2000 que plasma un sistema mixto y la Ley 906 de 2004 término de adoptar las 
Instituciones al derecho procesal con su corte acusatorio, siendo novedoso y revolucionaria 
su aplicación en las causas penales de los juzgados del país.  
 
Se ha permitido desde la academia que investigadores y juristas del mundo discutan, 
debatan y compartan ideas sobre los mecanismos que tienen éxito en otras latitudes y que 
por extensión podrían aplicarse en el ordenamiento jurídico colombiano. Estos procesos 
que en otros contextos resultan positivos en su aplicación deberían ser tenidos en cuenta en 
los países donde el juzgamiento criminal refleja de forma notoria dificultades. Un ejemplo 
que refuerza este planteamiento sería el Plea bargaining Sistem o la justicia negociada, 
como arista fundamental en el sistema de justicia de los Estados Unidos de América, 
adoptado por varios estados latinoamericanos con aplicaciones que se alejan del éxito que 
se tiene en el citado país en cuanto a la problemática que presenta en materia de tiempos e 
impunidad al momento de aplicar la pena.    
  
Para el caso colombiano, su adopción se dio en siete (7) artículos del Código Procesal 
Penal. Los mismos redactan y reglamentan los “preacuerdos y negociaciones entre la 
Fiscalía General de la Nación y los imputados o acusados”. Creando un mecanismo de 
negociación que se aleja de la flexibilidad que reciben estas causas en el sistema 
norteamericano. No se tiene certeza si el legislador colombiano plasmo por prudencia u 
omisión un grupo de principios sobre los cuales se sustenta la negociación del penal. Se 
dispuso entre otros aspectos: la humanización de las actuaciones y la pena, la obtención de 
justicia pronta y cumplida, la solución del conflicto social generado por el delito, entre 
otras.  
 
Con este panorama en ciernes el problema jurídico que se abordará en la presente 
investigación se enmarcará en la metódica del paradigma interpretativo o cualitativo desde 
el enfoque crítico centrando en el estudio y análisis de los significados de esta acción 
jurídica. La pregunta sobre la cual se construirá la misma será:  
¿Se cumple con el principio de humanizar la pena y las actuaciones procesales en Colombia 
según lo preceptuado en el artículo 348 de la Ley 906 de 2004? 
 
En razón a lo anterior, el objetivo general de la investigación será: 
 
 Analizar si los preacuerdos y negociaciones establecidas entre la Fiscalía y el 
imputado en el marco de la ley, cumple con el fin de humanizar la pena y las 
actuaciones procesales. 
 
Los objetivos específicos serán: 
 
 Examinar la institución de los preacuerdos y negociaciones entre la Fiscalía y el 
imputado o acusado para el caso colombiano.  
 Comparar los resultados que presenta la justicia negociada en Colombia con la de 
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La percepción del delito en Colombia crece y se hace cada vez más compleja. Según las 
estadísticas suministradas por la Fiscalía General de la Nación en el denominado censo 
delictivo, en el 2016 se recibieron 1’228.112 noticias criminales, lo que representó un 
incremento superior al 4% con relación al año inmediatamente anterior. En la medida en 
que los habitantes denuncian estos hechos constitutivos de posibles delitos se aumenta la 
carga de trabajo para el organismo investigativo y, especialmente a los jueces de la 
República. El resultado es la congestión de los juzgados penales, siendo un tema recurrente 
que se ha mantenido en discusión ante la opinión pública nacional sin que se vislumbre una 
salida efectiva a esta situación para el caso del trabajo de los estudiosos del derecho e 
incluso para el Congreso de la República y el Gobierno Nacional. Un ejemplo que serviría 
para elucubrar lo aquí expuesto corresponde a los esfuerzos recientes que se reflejan en la 
Ley 1826 de 2017 en la que se plantea el ordenamiento jurídico con un nuevo proceso 
penal abreviado, este dispone que para delitos menores: llámese lesiones personales, 
discriminación y delitos contra el patrimonio económico dispone una Litis más corta y con 
menos audiencias, regulando la figura del acusador privado.    
 
Se podría señalar para el caso penal que la terminación anticipada de un proceso es una vía 
eficaz para ir reduciendo los cúmulos de expedientes en los despachos judiciales. En este 
sentido, finalizando el procedimiento anticipadamente a través de los denominados 
preacuerdos y negociaciones se avanzará en la descongestión. Sobre el particular Sintura 
(2004) destaca  
“un mecanismo en virtud del acuerdo que se celebra entre el acusador y el 
imputado, quien, a cambio de una disminución sustancial de los cargos, 
renuncia al derecho de refutar la acusación, admitiendo su responsabilidad”.  
 
Lo anteriormente expresado por el autor, constituye un paso importante para el avance 
positivo del sistema judicial colombiano. Se requiere consolidar salidas puntuales a esta 
problemática para la aplicación de la norma en un estado social de derecho como el 
colombiano. Esfuerzo al que se unió el Congreso de la República al incluir este mecanismo 
en la norma para la mayoría de causas penales en la búsqueda de su terminación anticipada. 
Lastimosamente en la mayoría de los casos, este propósito y objetivo contemplado en la 
Ley aprobada no se ha cumplido y, en contraposición, en la actualidad constituye una 
situación notoria y contrario a su espíritu y es que la mayoría de las noticias criminales que 
prosperar terminan en un juicio o en vencimiento de términos.   
 
Las limitaciones legales y jurisprudenciales dispuestas son en buena medida las causantes 
de la inoperatividad de la norma. Estas disminuyen el campo de acción del Fiscal para que 
pueda conseguir esos consensos que eviten etapas desgastantes, que, si bien constituyen el 
más puro desarrollo del derecho a la defensa y el debido proceso, en la realidad de los 
juzgados colombianos constituyen un desgaste económico y de personal en detrimento de 
la aplicación eficaz y eficiente de la norma.   
 
En Colombia, la infraestructura judicial no es suficiente para la gran cantidad de procesos 
que a diario pasan por las arcas de los despachos judiciales. Problemática en los últimos 
años se ha visto reflejada en diversos pronunciamientos y paros que los trabajadores de la 
rama judicial han convocado haciendo un llamado de atención para que se incremente la 
planta de personal, petición que ha caído en saco roto en los distintos gobiernos de turno.  
  
La inclusión de mecanismos que contribuyan a acelerar el proceso penal, puede producir 
errores o violaciones a los derechos fundamentales tanto del acusado o imputado, como de 
las victimas, generando desconfianza e impunidad en los juzgamientos criminales, aquí 
yace la necesidad de revisar, estudiar y solucionar los problemas que radican en las 
herramientas que reforma tras reforma se incluyen en el actual proceso penal colombiano 
El legislador colombiano en su afán de solucionar problemáticas tales como la congestión o 
dilación de procesos que la práctica judicial había reflejado dio a la luz la Ley 906 de 2004 
en la que establece un título completo de negociación de la justicia. Allí plantea la conocida 
institución de los preacuerdos y negociaciones, estableciendo una serie de fines que 
delimitan el buen desarrollo de la justicia negociada en materia penal para el país.  
Uno de estos aspectos que podría considerarse como improvisación se da con la inclusión 
del artículo 348 del citado código sobre la humanización de la actuación procesal y la pena, 
fin que podría interpretarse como una cacofonía de los fundamentos del estado social de 
derecho establecido a través de la carta del año 1991. Niño parafraseando a Sampedro 
(2015) describe la humanización como “una reorientación de los paradigmas normativos 
hacia una comprensión del ser humano en su conjunto, identificando sus necesidades y 
debilidades a efectos de poder ajustar la aplicación de la ley a esos puntos humanos que en 
esencia deben ser los que orienten el procedimiento penal”.   
El requisito implantado a través de este propósito, si bien puede limitar el actuar de la 
Fiscalía, es un gran acierto por parte del legislador ya que constituye la protección a las 
garantías fundamentales del juzgamiento criminal. Para poder comprender claramente este 
propósito de la justicia es fundamental remitirse al estudio de la importancia del derecho 
desde un espectro más amplio y de carácter general, en palabras de Rawls (1971) “es la 
estructura básica de una sociedad, el modo en que las grandes instituciones sociales 
distribuyen los derechos y deberes fundamentales”. 
En Colombia, el sistema judicial no goza de un buen goodwill producto de múltiples 
errores cometido en lo procedimental y profesional. En este marco de resquebrajamiento de 
la credibilidad ante el ciudadano, el derecho penal, por su carácter de regular la potestad 
punitiva asume con mayor profundidad este desgaste de imagen. Los recientes escándalos 
que involucran a las altas Cortes ahondan aún más la crisis y la desconfianza en un sistema 
de persecución al criminal que para el ciudadano de a pie ha sido filtrado por la corrupción 
y las componendas políticas y burocráticas.  La desconfianza en el sistema es un hecho 
cierto, la persecución al criminal camina por otros senderos tal como lo comprueban los 
registros de impunidad de 2017 presentados por la Universidad de las Américas de Puebla 
(México) donde Colombia ocupa el octavo lugar en la lista de países donde el castigo a los 
criminales parece una utopía. Claro que los optimistas dirán que se mejoró, ya que dos años 
antes era medalla de bronce en estas olimpiadas del desastre en la aplicación de la norma.  
Lo cierto es que la realidad existe en el país espanta a muchos y preocupa a otros. Existe un 
número muy alto de acciones delictivas que se quedan sin castigo o reproche efectivo por 
parte del Estado, afectando directamente a las víctimas y su proceso de reparación. La 
necesidad de reparar los daños causados por delitos criminales ha sido un tema de 
relevancia en la construcción de un sistema de juzgamiento a lo largo de la historia del 
hombre. Se pueden encontrar los primeros registros en el Código de Hammurabi, donde a 
los individuos que sufrían afectaciones a bienes jurídicos como su patrimonio e incluso 
perdidas de vida eran indemnizados personalmente o a través de quienes tuviesen la calidad 
de asignatarios en la sucesión del perjudicado de acuerdo al espacio donde sucedieron los 
hechos. En la actualidad la doctrina ha desarrollado este elemento restaurativo de las 
condiciones de vida de la victima, guiando a este concepto hacia un criterio global, en el 
cual se tengan en cuenta todos los factores afligidos por la conducta punible. Sobre esto la 
Corte Constitucional en sentencia de constitucionalidad 372 del año 2016 reitero la 
importancia de garantizar los derechos de las victimas en los mecanismos de terminación 
anticipada, compilando entre las garantías la satisfacción de los derechos de las a la verdad, 
justicia y reparación. 
El legislador ha restringido el acceso a la negociacion con el ente titular de la acción penal. 
La ley 906 de 2004 plantea en su artículo 349 un requisito para quienes habiendo obtenido 
beneficios patrimoniales del delito en discusión decidan devolver la mitad del aumento en 
sus activos y el aseguramiento del resto. Este requerimiento lejos de buscar dar un trato 
desfavorable a un conjunto de actores, es la respuesta a los fenomenos delictuales los cuales 
representan grandes incrementos que han acaecido y perjudicado sistematicamente la 
tesitura nacional, siendo ejemplos claros el narcotrafico o lavado de activos, entre otros. En 
palabras del colombiano de a pie, es robarse veinte mil millones de pesos, confesar el 
delito, devolver el 25% del dinero y pagar menos de cinco años en la casa cárcel. 
Otro limitante que trajo el mencionado estatuto procesal, es la asistencia de un defensor. Si 
bien da la oportunidad de que el presunto actor de la conducta criminal discrepe de lo que 
aconseje su abogado, no le da la libertad de tomar dicha decisión sin la asesoria tecnica de 
un conocedor de la norma, esta disposicion permite equilibrar las armas entre la Fiscalía y 
el imputado o acusado, garantizando el derecho constitucional al debido proceso. 
El sistema de preacuerdos y negociaciones colombiano no es tan flexible como en otras 
latitudes. En materia de beneficios para el imputado o acusado los articulos 350, 352 dejan 
claro el trato diferencial dependiendo del momento en que suceda el acuerdo, lo cual evita 
que el fiscal tenga una plena discrecionalidad al momento de discutir sobre la definición del 
caso.  
Cuando se presentan ante su despacho preacuerdos aparece la figura del juez penal 
colombiano. En principio debe realizar una revision juridica detallada procurando la 
proteccion de los derechos fundamentales de todas las partes del proceso penal, en caso de 
que dicho control sea positivo el legislador obliga al juez a aceptar lo dispuesto entre la 
fiscalia y el acusado o imputado. La segunda obligación que tiene el juez, es tal y como con 
anterioridad se menciono, la protección a los derechos de las víctimas. Debe procurar 
escuchar sus intereses, y de acuerdo a derecho controlar la reparación de los perjuicios 
ocasionados. Además de esta disposición, el sistema colombiano permite a la víctima 
acudir a más herramientas jurídicas para en el caso en que considere insuficiente para la 
satisfacción de sus derechos lo acordado en el preacuerdo y el examen del juez. Después los 
controles que el juez realiza sobre lo acordado, el código de procedimiento penal obliga al 
juez a convocar a audiencia pública, y a dictar la sentencia. 
De acuerdo al boletín técnico de la Encuesta de Convivencia y Seguridad Ciudadana 
publicado por el Departamento Administrativo Nacional de Estadistica (DANE), el indice 
de victimización en colombia en el 2016 sobre mayores de 15 años ronda el 16,7 %. De 
este grupo de personas tan solo el 29 % denuncia el hecho delictual. Estos indicadores 
dependen de diferentes factores como el tipo de delito, la edad, la situación socioeconómica 
e inclusive el estado civil de la persona sobre la cual recae la responsabilidad de dar a 
conocer el hecho punible pero el factor más importante a la hora de incentivar la denuncia 
es la confianza que tenga el ciudadano común sobre las instituciones y organismos 
judiciales, sobre esto. Quinteros (2014), quien al analizar el caso chileno concluye que “la 
confianza en las instituciones muestra resultados bastante dispares. A excepción de la 
confianza en los Tribunales de Justicia, donde quienes dicen tener poca o ninguna 
confianza tienen entre 1,7 y 19 chances más de no denunciar que quienes tienen mucha 
confianza en éstos”.  
 
En Colombia, esta situación no es muy distinta, el ciudadano considera una perdida de 
tiempo la noticia criminal puesto que el sistema es lento y con altos grados de impunidad. 
Sobre esta última, es importante resaltar que la obtención de justicia en Colombia es muy 
limitada; según datos de Asonal Judicial de los más de 3 millones de delitos que se 
presentan en Colombia solo del 1% obtienen condena. 
Después de 10 años de vigencia herramientas como los preacuerdos y negociaciones, la 
aceptación unilateral de cargos por parte del imputado o acusado, el principio de 
oportunidad en Colombia para solucionar este tipo de problemáticas en la acción penal 
parece naufragar en aguas oscuras y pantanosas. Los resultados alcanzados generan 
opiniones dispares que no permiten evaluar positivamente este instrumento innovador 
como un progreso en el derecho procesal penal colombiano. Las estadísticas no mienten, el 
sistema no marcha por buen camino, la baja tasa de denuncias evidencia el poco interés y la 
desconfianza de los ciudadanos para poner a disposición de las autoridades la solución de 
los conflictos generados por los delitos presentados. Y no es para menos, el reducido 
porcentaje de condenas que se emiten son un grave síntoma que demuestra que el sistema 
es poco eficaz.  
Si bien, los preacuerdos y negociaciones entre la Fiscalía y el imputado se muestran como 
una vía que permite darle más agilidad, versatilidad y confianza al proceso penal, existen 
antecedentes y praxis que ponen en tela de juicio su eficacia. Además, no es muy claro si su 
desarrollo práctico permite salvaguardar los fines que la Ley 906 de 2004 dispuso. Por 
consiguiente, se genera la inquietud a cerca de si esta institucion procesal permite obtener 
una justicia con dos caracteristicas, que sea pronta y que sea cumplida las cuales 
constituyen dos puntos de gran importancia en el desarrollo del derecho fundamental al 
debido proceso.  
En consecuencia, se tiene una Ley con un propósito definida y en diez años de ejercicio del 
mismo la elocuencia de los resultados se sumerge en el oscurantismo de unos resultados 
estadísticos que desaniman al más optimista. La marcha del ejercicio jurídico se hace por 
las escaleras del desprestigio, la inoperancia y corrupción, mientras la delincuencia, 
impunidad y avivato ascienden por el ascensor de la facilidad y comodidad en su condición 












EPÍGRAFE 1 ANALISIS CONCEPTUAL Y ESTADO DEL ARTE. 
El objeto de estudio de la presente reflexión, tiene como punto de partida el concepto de 
preacuerdo, definido por la Real Academia Española (2001)   a modo de un “acuerdo 
previo entre varias partes que precisa ser ultimado o ratificado”, en razón a la confirmación 
que menciona la institución cultural, es llevada a cabo por el juez a través de la sentencia. 
Tiene como referentes o sujetos sobre los cuales recae la herramienta jurídica al ente 
acusador; en el caso colombiano la titularidad de acción en materia penal recae sobre la 
Fiscalía General de la Nación; y quien se presume ha cometido la conducta punible. El 
legislador fue diligente al incluir en la expresión tanto a los que están en calidad de 
imputados, como a los que tiene la calidad de acusados, mostrando la intención de darle 
amplitud al acceso a esta institución en las distintas etapas del proceso. 
 
La Fiscalía (2009) ha conceptualizado esta herramienta desde su perspectiva propia en 
calidad de ente acusador por mandato del constituyente entendiéndola   como “un convenio 
sobre los términos de la imputación, que conlleva a una aceptación parcial o total de los 
cargos, o inclusive una diferente tipificación”. Siendo este concepto no más que un 
desglose de lo que la norma dispone, bien resaltado dos elementos indispensables en el 
proceso de desarrollar unos preacuerdos. El primero es la aceptación de los cargos que ha 
sido tratado por la Corte Constitucional en sentencia T-091 de 2006 en donde se distinguen 
dos tipos de aceptación: la que proviene de la voluntad unilateral y, la que tiene su origen 
en unas disposiciones previamente pre acordado. El mismo tribunal en sentencia de 
constitucionalidad 645 de 2012 recuerda que en esta materia se dispuso una “regulación 
sistemática e integral de este nuevo instituto” en los artículos 348 y siguientes del estatuto 
procesal de 2004. 
 
El segundo elemento que la Fiscalía menciona es el convenio sobre la imputación o 
diferente tipificación. Este elemento es la motivación que el Estado ofrece al acusado o 
imputado para que acceda a aceptar cargos y, por consiguiente, cesar el proceso penal 
reduciendo la carga de los despachos judiciales como de la entidad anteriormente citada, 
siendo en materia de negociaciones una reducción menor a la que se pueda producir a partir 
de la aceptación unilateral, ya que en la primera con el simple asentimiento no terminan las 
labores el ente acusador pues este debe realizar tratativas con el sujeto sobre el cual recae 
una imputación o acusación con el fin de establecer un convenio. 
 
La figura sobre la cual recae el presente estudio configura los esfuerzos del ordenamiento 
procesal colombiano de introducir caminos para que los sujetos que acuden ante la 
jurisdicción puedan gozar de un proceso más veloz a través de la terminación anticipada de 
los procesos. Salinas (2011) quien al comentar la figura de la terminación anticipada en 
Perú le otorga la característica de ser “uno de los medios más interesantes para canalizar las 
expectativas en una administración de justicia más rápida…”, dicha cualidad se la podemos 
otorgar a la justicia negociada que propone el la Ley 906 de 2004. Otra virtud de los 
mecanismos de negociación, es que se ha convertido en la formula ideal para derribar los 
obstáculos que las organizaciones criminales le han puesto a la persecución penal. 
 
La primera finalidad que establece el estatuto procesal penal en su desarrollo especial de los 
preacuerdos, es la humanización de la actuación procesal y las penas. En este tema, es 
importante recordar los orígenes del concepto de humanización del derecho penal, ya que 
este desde las civilización antiguas represento un castigo desmesurado, basado en la 
venganza, López Zamora (2012) citando a Reyes Echandia expreso que “en las primeras 
etapas del desarrollo de las sociedades humanas no existió propiamente un derecho penal, 
sino mas bien un conjunto de prohibiciones de hechos que se consideraban lesivos de la 
integridad del individuo o del grupo, u ofensivos a la divinidad y ante los cuales se 
reaccionaba con violencia”.  
Por consiguiente, la evolución del pensamiento filosófico y jurídico ha permitido que 
autores como Cesare Beccaria (1764) o Howard impulsaran lo que en la actualidad se 
conoce como pensamiento humanista. Este autor italiano, se separa de los orígenes que se 
basaban en la relación con la religión hacia una mirada centrada en las correlaciones entre 
los seres humanos. Plantea la primera sistematización importante en el estudio del derecho 
de las garantías del proceso penal. En el siglo XVII este desarrollo doctrinal constituyó un 
revolcón en el castigo criminal, autores como Kai Ambos (2015) consideraban que el 
Milanés al defender la esclavitud perpetua como pena se convertía en un utilitarista que 
buscaba la eficiencia de la misma y no la su humanización. Este concepto ha evolucionado 
en todos los sentidos del proceso penal. En la actualidad, por ejemplo, sobre este aspecto 
puntual Zamora (2012) cita a la Escuela Judicial “Rodrigo Lara Bonilla” expresa que “la 
justicia nunca puede propender por una sanción  desmedida, cruel,  atormentadora, vejadora 
de la dignidad humana, so pretexto  de ser muy grave y hasta incalificable una conducta 
delictiva e imperdonable el daño a unos derechos y protecciones que nadie niega” 
Otro concepto de gran importancia se enmarca en el fin de obtener justicia. La misma debe 
analizarse desde distintas perspectivas, Platón, por ejemplo, expresaba que la justicia es 
rectitud y la felicidad la posee el hombre justo. Proceso en el que el individuo inmerso en la 
sociedad evalúa su actuación. En un Estado, en palabras del Banco de la República “la 
felicidad y la justicia se manifiesta como una organización que existe para castigar los 
delitos y dirimir las diferencias entre los ciudadanos de acuerdo con las leyes”. Si bien el 
fin de los procesos judiciales es solucionar las problemáticas que la relación entre personas 
genera, llegando a ofrecer una solución justa, la experiencia demuestra que por factores de 
procedimiento o voluntad de las partes esta es tarda y en gran cantidad de situaciones las 
acciones nunca concluyen, por ello, la norma procesal penal insiste en que la justicia que se 
pretenda de una aceptación de cargos condicionada sea pronta y cumplida. 
La negociación en el proceso penal posee una tradición de poco mas de dos siglos en la 
cultura jurídica estadounidense, país donde se conoce como el plea bargaining system. 
Según Albert Schuler (1979) Allí hacia el año de 1979 el 90 % de los acusados penalmente 
se declaraban culpable, y es hoy, el mecanismo más popular en las causas criminales de ese 
país. Langbein (1996) “En la actualidad, el sistema de justicia penal virtualmente resuelve 
todos los casos penales de cierta gravedad sin juicio por jurados, a través de la práctica del 
plea bargaining” siendo este una respuesta precisa ante las necesidades económicas y de 
congestión que traen consigo los juicios. El sistema criminal norteamericano de acuerdo a 
la Quinta Enmienda de la Constitución firmada en Filadelfia, les ofrece a los fiscales o 
prosecutors una gran discrecionalidad para flexibilizar el proceso, siempre que estén dentro 
de los parámetros de protección al derecho de no obligar al individuo sobre el que recae el 
accionar judicial a auto incriminarse. Si bien existen detractores del sistema de pleas 
norteamericano, que expresan que se ha deshumanizado el proceso llegando declarar 
culpable a personas inocentes simplemente por el incentivo de contraer un proceso mas 
fácil y veloz, este sistema de convenios permite que el acusado mitigue los daños y 
conflictos generados a la victima, también es una herramienta útil y frecuentada contra los 
aparatos de poder y organizaciones delincuenciales, ya que la solución del proceso penal es 
suavizada para los acusados que vinculen a otros responsables de hechos punibles que sean 
interés del ente acusador e investigador. 
En torno al sistema de plea bargaining, se presenta el debate alrededor de la necesidad de 
otorgar discrecionalidad a la Fiscalía con el fin de que tenga un campo de acción más 
amplio sin limitantes que restrinjan la posible violación de derechos. Este tema se ha 
discutido desde la década de los 80’s en los Estados Unidos. Feeley (1982) concibió que el 
sistema negocial es la reacción a un sistema procesal penal costoso y complejo, a demás 
crítico el debate sobre la aceptación de cargos condicionada, expresando que en este no se 
analiza la negociación de forma amplia y se ignora cómo sería el proceso penal sin la 
herramienta. 
El sistema de plea bargaining si bien es una herramienta saludable para el procedimiento 
judicial de los países, mediante la solución de problemas como la descongestión y 
economía procesal. Este es concebido por muchos autores como el daño menos nocivo 
Givati (2011) al realizar un estudio sobre el uso de la negociación de culpabilidad en 
distintos países de diferentes regiones del mundo, concluye que el aumento en el uso de 
esta herramienta es proporcional a dos factores, el número de delitos y el desinterés del 
estado por condenar inocentes. En la medida en que estos dos caracteres, se presentan en 
cantidad en un país, este usara en mayor medida un sistema de negociación. Dando a 
entender que los países que están dispuestos sacrificar derechos de las personas, con el 
propósito de lograr un fin son los que más permiten el acceso a la negociación en el proceso 
penal y a la discrecionalidad de la fiscalía en estos asuntos. 
Al traer el conocido plea bargaining a latinoamerica, ha sufrido grandes mutaciones 
dependiendo de la cultura jurídica y situación por la cual se encuentre el país. En el caso 
chileno, Barra Wiren (2010), analiza el proceso abreviado en su país, concluyendo que este 
tipo de terminación anormal del proceso penal es conflictivo frente al derecho de no auto 
incriminarse. La autora considera que la explicación al debate, que le da la jurisprudencia 
de la Corte Suprema de Justicia de los Estados Unidos ha dado a esta controversia y no es 
suficiente,  pues el tribunal supremo norteamericano se limita a subsanar el inconveniente a 
través del control que deben hacer las autoridades frente a la coacción o engaño sobre el 
acusado y añade que  el sistema chileno aporta dos herramientas que permiten apaciguar 
esta problemática, la apelación y resolución sobre la solicitud de procedimiento abreviado 
consagrada en el artículo 410 del código procesal penal chileno. Demostrando que las 
adaptaciones que cada país le otorgan a las instituciones procesales que importan de otros 
países permiten subsanar las asperezas que se gestan por la diferencia entre sistemas 
judiciales. 
Sobre esto y en el ámbito colombiano Quintero Jiménez (2013), difiere de la idea de la 
chilena, pues encuentra que el proceso de adaptación hecha por el legislador colombiano de 
la figura norteamericana en el nuevo ordenamiento jurídico genera “disfuncionalidades 
practicas en el proceso, tales como la aceptación unilateral de culpabilidad en un momento 
excesivamente prematuro, la rigidez de los beneficios, abstracción y formalización de las 
garantías” entre otros. 
 
El desarrollo doctrinal, nos trae a colación dos puntos clave: el primero es la adaptación 
legal y jurisprudencial del nuevo sistema procesal penal sobre el cual recae la institución. 
El debate deja en claro que la transmutación de una institución procesal de un 
ordenamiento jurídico de tinte de Common law hacia uno de bases continentales de Civil 
Law, no es una tarea fácil. Este esfuerzo debe estar acompañado tanto de una adaptación de 
las normas que entren en controversia con el tema, como de una apertura de pensamiento al 
cambio. El segundo vértice clave, es la humanización del proceso penal, ya que una justicia 
mas rápida a través de la negociación entre el ente acusador y el acusado o imputado pone 
en tela de juicio las garantías mínimas que los teóricos del proceso penal han desarrollado a 
lo largo de la historia. 
 
En Colombia es evidente que la adaptación de los preacuerdos y negociaciones en materia 
de justicia criminal no ha sido la ideal. Es notorio que sigue existiendo la preferencia por 
llevar la controversia a juicio, ya que el sacrificio de los parámetros procesales que los 
acusado y fiscales han gozado a lo largo de la historia en un sistema que se ha caracterizado 
por su complejidad e impunidad es un reto para los diseñadores tanto de la norma como de 
la política criminal en el país. Es así, que la complejidad que trae consigo la 
implementación de los preacuerdos y negociaciones en Colombia va de la mano con la 
protección de los fines de la misma. El propósito de tener penas y un proceso penal mas 
humano basado en garantismo es punto que mas choca con la justicia criminal negocial en 
Colombia, ya que como se ha explicado en los epígrafes anteriores, esta cuando se deja 
libre de regulaciones y se desarrolla en su máxima expresión renuncia a ciertos puntos que 





















EPÍGRAFE 2 DESCRIPCIÓN DE LA IMPLEMENTACIÓN DEL MÉTODO Y 
ARGUMENTACIÓN DE LA RESPUESTA 
 
Tal como se advirtió en la primera parte del presente artículo la implementación 
metodología llevada en esta investigación corresponde a la metodología del paradigma 
cualitativo desde el enfoque crítico y analítico del nivel aprehensivo para analizar y 
comparar desde la dialéctica los puntos del problema jurídico del estudio del plea 
bargaininig y su aplicación en el ordenamiento jurídico colombiano. 
 
Como punto de partida de esta investigación se planteo dirimir si los preacuerdos y 
negociaciones entre la Fiscalía y el acusado o imputado que trae como novedad la Ley 906 
de 2004 al sistema punitivo colombiano se ajusta al propósito que plantea el legislador de 
salvaguardar a las garantías mínimas de humanización tanto de cada una de las actuaciones 
procesales como de la consecuencia, es decir, la pena. El método analítico y comparativo 
apoyado en el ejercicio dialéctico desarrollado en esta investigación, permite hacer un 
recorrido a lo largo de la historia sobre este tema puntual en la historia de la doctrina del 
proceso penal y su avance desde la antigüedad hasta la modernidad en el juzgamiento de las 
conductas criminales alcanzando en el mismo que el pensamiento jurídico ha elevado su 
rango en el principio de las garantías mínimas para los actores del ejercicio procesal. Estas 
garantías en la actualidad han sido desarrolladas y constituyen el control que se tiene sobre 
la persecución y juzgamiento penal del estado, equiparando las armas e incluyendo en el 
debate a actores e instituciones que en el pasado eran ignorados. 
 
A partir de la metodología que se ha trazado en la presente investigación, es de gran 
utilidad en el estudio de los preacuerdos y negociaciones entre la fiscalía y el acusado o 
imputado ya que al ser una herramienta que tiene sus orígenes en el proceso de juzgamiento 
criminal norteamericano y que además ha sido adoptada a partir de ciertas reformar en los 
países de la región latinoamericana permite comparar la implementación, y las experiencias 
que se han presentado en las diferentes situaciones. Tal y como se comentó en el primer 
epígrafe la raíz de la institución procesal objeto de este estudio se encuentra en el plea 
bargaining system, Un sistema muy popular en el país del norte, en donde a pesar de existir 
un procedimiento penal en el cual se establece un juzgamiento solido por parte de la 
sociedad a través de los jurados, figura que permite eliminar los tecnicismos jurídicos y 
otórgale la facultad de juzgamiento al ciudadano de a pie, la justicia tanto de carácter estatal 
como federal suele ser pronta, este fenómeno se debe a que tanto los fiscales como los 
criminales prefieren no llevar sus controversias a juicio, sino llegar a acuerdos de 
cooperación, gracias a los cuales ambas partes se benefician de lo pactado, el ente acusador 
obteniendo una confesión y resultados positivos de sus labores, que le contribuyen a su 
desarrollo como funcionario actor en la política norte americana, a los criminales quien 
gracias a ofrecer una confesión tendrán beneficios como reducciones en las penas, mejores 
condiciones en su sanción o el ser eliminado de las bases de datos que tiene la justicia, que 
en el desarrollo de su vida futura podrán oponer limitantes a su convivencia o posibles 
trabajos y por su puesto beneficia al sistema judicial, los jueces obtienen menores cargas 
laborales y recordando de que estos sujetos en los estados unidos  también están permeados 
por intereses políticos, muestran ante la ciudadanía una cara positiva de la efectividad del 
sistema judicial. 
Si bien, no es posible negar que en temas de tiempos el plea bargaining system si reduce la 
carga que la rama judicial de un estado pueda tener, acarrea una serie de inconvenientes que 
varían de acuerdo a cada país que adopta este tipo de terminación anticipada de un proceso. 
Tal y como en la presente investigación se explicó hay un fuerte debate en torno a la 
deshumanización del proceso penal mediante los mecanismos aceleratorios del mismo, se 
trae a colación tres ejemplos en el continente americano, el norte americano donde Algunos 
autores asemejan la discrecionalidad que el plea bargaining system otorga a los fiscales, a 
un mercado en donde en gran mayoría se desliga la situación fáctica, de la negociación que 
se lleva a cabo. Por consiguiente, el debate ha desembocado en el prevalecer las 
instituciones sobre el sacrificio de las garantías que tienen los que acuden ante la justicia 
criminal, frente a esto el máximo tribunal de ese país, ha reaccionado por medio del control 
que se debe realizar para que no persisten coacciones o engaños que afecten el 
consentimiento de alguna parte en el convenio. 
En chile la situación jurídica al momento de incluir mecanismos de terminación anticipada 
es similar al caso colombiano, también transcurrieron el debate entre el proceso inquisitivo 
heredado del civil law y el boom del novedoso proceso acusatorio que llegaba a la región. 
Es cierto, que gracias los esfuerzos legislativos diferenciados el procedimiento penal de 
ambos países tienen sus disparidades, pero esto no elimina la importancia de la 
comparación con los países de la región ya que también poseen herramientas muy similares 
y tienen su raíz en el derecho continental europeo.  Los chilenos tienen problemáticas 
similares sobre la implementación de las figuras novedosas de traídas de los sistemas 
históricamente acusatorios, tal y como se explicó en el primer epígrafe hay autores que 
consideran que la implementación, a pesar de ofrecer instrumentos como la acción 
constitucional de amparo o la resolución del artículo 410 del estatuto procesal chileno, esta 
no es suficiente, tomando una posición en pro de una mayor regulación.  En Colombia 
también se considera que la implementación de este tipo de instituciones, ha sido una terea 
pendiente para el legislador, llegando a reflejar en la actualidad una herramienta que, si 
bien muchos aprueban, pocos la usan por falta garantías, de libertades al momento de 
convenir con el ente acusador. 
El estudio de los tres países, permite afirmar que la trasmutación que han realizado los 
estados en este asunto, es equivocada. El proceso de plea bargaining por su tinte acusatorio 
requiere una renuncia parcial a algunos de los principios o garantías que el derecho 
continental ha impuesto en la cultura jurídica colombiana.  La deshumanización del proceso 
penal es un término revolucionario para los estudiosos del tema, e inclusive algunos 
encontrar pintoresco el solo traerlo al debate, si bien el haber llevar al proceso penal hacia 
un ámbito humano  ha traído consecuencias muy positivas como por ejemplo la abolición 
de los tratos crueles, el derecho a la defensa, entre otros, también ha traído una serie de 
parámetros que convierten a la técnica de juzgamiento criminal en un cumulo de 
complejidades que en la realidad colombiana se reflejan en congestión y desconfianza en el 
sistema esta última, se refleja con lo mencionado al inicio del presente artículo, la baja tasa 
de denuncia es la más clara expresión de que los que son objeto de conductas punibles en 
Colombia prefieren olvidar la ofensa publica que  acudir ante las autoridades. El sistema de 
plea bargaining no puede ser cien por ciento humano y garantista por lo cual se encuentra 
una contradicción con lo propuesto por el legislador, quien expreso en la norma su interés 
por que los parámetros del estado social y democrático de derecho se respetaran. Es así, 
como Echeverry (2006) parafraseando a Rawls expreso “los hombres estarían dispuestos a 
sacrificar recursos potenciales o renunciar su expectativa (futura e incierta) con el objetivo 
de garantizar una base social mínima aquí y ahora, presupuesto de la justicia como 
imparcialidad que les permitirá participar en la sociedad” ese sacrificio de recursos en pro 
de la justicia, es la explicación por la cual los actores del plea bargaining system, deben 
contar con cierto grado de discrecionalidad. Siendo esta una contribución para que el 
proceso penal sea más ágil y para que el sistema de juzgamiento sea presumido por los 
colombianos como efectivo. Esto los autores colombianos lo confirman no solo en el 
ámbito de la justicia ordinaria sino en la militar un ejemplo de ellos es Ramírez (2014) 
quien realiza una comparación desde el punto de vista de la negociación en materia penal 
militar y la jurisdicción ordinaria, considera que la inclusión de los preacuerdos en la 
justicia castrense conlleva a que el sistema sea más ágil y eficaz 
 
Al comienzo de la presente investigación se planteó la inquietud sobre el cumplimiento del 
fin de humanizar las actuaciones procesales y la pena planteados por el código de 
procedimiento penal colombiano al desarrollar los fines de la institución de los preacuerdos 
y negociaciones en Colombia. El análisis y estudio realizados sobre el tema refleja que en 
Colombia la mencionada herramienta está dirigida en pro de proteger las garantías 
fundamentas y en humanizar el proceso penal, situación que si bien es la expresión de la 
protección de los derechos constitucionales, mostrando la práctica que el sistema a pesar de 
ser garantista y de poseer un gran número de instituciones procesales se siguen presentando 
las mismas falencias, el restar a discrecionalidad a los actores del convenio, genera un 












El afán de los estados en torno a la solución de las dificultades que la ejecución de los 
estatutos procesales ha producido en los despachos judiciales, los llevó a imitar 
instrumentos que en el exterior han tenido éxito, lo que se dio a conocer en la norma 
colombiana como los preacuerdos y negociaciones han constituido un ejemplo de ello. A 
pesar de ello, la diversidad jurídica en los distintos ordenamientos jurídicos en américa ha 
generado sistemas judiciales con fuentes teóricas totalmente distintas. El caso de la 
negociación en el proceso penal que ha sido instaurada en Colombia, tiene por origen un 
sistema con bases de carácter teórico a lo largo de la historia republicana han primado 
principios que difieren con el quehacer judicial colombiano. El legislador en el código de 
procedimiento penal si bien fue responsable al definir detalladamente el proceso de 
negociación de la acción penal, olvido algunas de las bases sobre las cuales se ha edificado 
este proceso en el país anglosajón. La institución del artículo 348 y siguientes del código de 
procedimiento penal, cumple en tanta medida como es posible la humanización de los actos 
y sanciones en el proceso penal, sin embargo, este tipo de justicia en el que se presenta un 
debate sobre aspectos como la imputación o sanción de un hecho punible en particular, por 
regla general se renuncia a garantías y principios que la humanización del proceso penal ha 
defendido a lo largo de la historia. En los estados unidos, donde esta ha transcurrido un 
camino de poco más de dos siglos, ha tenido gran éxito puesto que la mayoría ciudadanos, 
prefieren llegar a un acuerdo con el ente acusador inclusive sacrificando los presupuestos 
procesales que la carta de filadelfia le ha otorgado. Es así, que ha sido demostrado entre 
más se amplié el campo de acción de las partes en la negociación más se aumenta el acceso 
a la justicia negociada, pero a su vez este aumento es proporcional al desconocimiento de 
los parámetros humanizadores de las actuaciones, quedando en tela de juicio la decisión 
que tanto los juristas como los legisladores deben entrar a estudiar, si optar por el 
establecimiento de un mecanismo bondadoso, garantista pero olvidado, odiado y poco 
utilizado u optar por una revolución en el proceso penal, en donde se permita un acuerdo 
entre partes en el que si bien se renuncien a ciertos caracteres proteccionistas también se 
establezcan opciones provechosas tanto para el acusado quien definirá su situación en el 
campo de la discusión de posibilidades  por fuera de los mecanismos jurídicos de difícil 
acceso, y para el estado ya que se establecen las  de  las bases de la confianza, efectividad, 
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